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RAZÓN DE RELATORÍA

La resolución recaída en el expediente 05002-2014-PA/TC es aquella que
declara INFUNDADO el recurso de agravio constitucional y está conformada por los
votos de los magistrados Sardón de Taboada, Ledesma Narváez y Espinosa-Saldaña,
este último convocado para dirimir la discordia suscitada en autos. Se deja constancia
que los rnagistrados concuerdan en e[ sentido del fallo y la resolución alcanza los tres
votos conformes, tal como lo prevé el artículo 1 1 , primer párrafo del Reglamento
Notmativo del Tribunal Constitucional en concordancia con el artículo 5. cuarto párrafo
de su Ley Orgánica.

Dicha resolución va acompañada por cl voto singular del magistrado Blume
Fortini

Lima, 1 8 de octubre de 201 8

J ro an na
Sec de la ala gunda
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VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA

No concuerdo con el fallo del voto del magistrado Blume Fortini por lo siguiente

Mediante el recurso de agravio constitucional (RAC), la demandante soiicita el pago de

los incrementos otorgados mediante las cafias normativas expedidas por el IPSS entre
1990 y 1992, más el pago de los intereses legales aplicando la tasa de interés legal
efectiva y no el interés legal simple.

Con relación a la aplicación de los aumentos de las cartas normativas, se advierte que

dichos incrementos no guardan relación con 1o resuelto en la sentencia objeto de

ejecución, razón por la cual el reclamo de la demandante en este extremo carece de

sustento.

Respecto al pago de los intereses legales utilizando la tasa de interés legal efectiva. debe

indicarse que el Tribunal, mediante el auto emitido en el Expedienfe 2214-2014-PAITC,
ha cstablccido en calidad de doctrir.ra jurisprudencial vinculante, aplicable incluso a los
procesos judiciales en trámite o en etapa de ejecución, que el interés legal aplicable en

materia pensionable no es capitalizable, conforme al artículo 1249 del Código Civil. Por
tanto, el hecho de que se establezca que la liquidación de los intereses legales se efectúe
conformc alaLey de Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2013, alaLey
29951 y a la Casación 5i28-2013, es decir, teniendo en cuenta la prohibición contenida
cn cl mcncionado artículo 1249 del Código Civil, no supone que la sentencia de vista se

esté ejecutando de manera defectuosa.

Por estos motivos, considero que debe declararse INFUNDADO el recurso de agravio
constitucional presentado por 1a recuffente.

SAITDON DE TABOADA
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VOTO DE, LA MAGISTRADA LEDESMA NARVAEZ

Con el debido respeto, en el presente caso disiento con 1o resuelto en la ponencia por los
siguientes tundamentos:

El recurso de agravio constitucional tiene por objeto que la liquidación de intereses
generados por ias pensiones devengadas de doña Bertha Romero de Marco se

efectúe aplicando la tasa de interés legal efectiva -csto es capitalizable- publicada
por el Banco Central de Reserva y no el interés legal simple. Además, solicita la
aplicación de cartas normativas emitidas por el IPSS.

2. En reiación a la liquidación de intereses aplicando la tasa de interés legal efectiva,
considero que habiendo establecido el Tribunal Constitucional en el auto emitido en

el Expediente 02214-2014-PAlTC, cn calidad de doctrina jurisprudencial
vinculante, aplicable incluso a los procesos en trámite, que el interés legal aplicable
en materia de pensiones no es capitalizable, conforme al arlículo 1249 del Código
Civil, este extremo del recurso no resulta atendible.

3. Respecto a la aplicación de cartas normativas emitidas por el IPSS, se advierte que

dichos incrementos no fueron objeto de anáiisis ni se ordenó su pago en la
sentencia de vista de fecha 8 de setiembre de 2006, por lo cual el reclamo del
sucesor procesal de la demandante en este extremo carece de sustento.

Por tales fundamentos, mi voto es porque se declare INFUNDADO el recurso de
agravio constitucional.
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Coincido con el sentido de lo planteado por la magistrada Ledesma Narváez y el
magistrado Sardón de Taboada, en tanto y en cuanto resuelven declarar INFUNDADO el
recurso de agravio constitucional.

S.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA t6/ art;-1
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VOTO DEL MAGISTR,\DO BI,UME FORTINI

VIS'I'O

Ill rccurso de agravio constitucional interpuesto por don Armando Marco
Itomero. sucesor procesal de doña Bertha Rorncro de Marco, contm la resolución de

§as 187, de f'echa 8 de setiembre de 2014, expedida por la Sala Especializada en

I)crecho Constitucional de la Corlc Sr-rperior de Justicia de Lambayeque, que declaró
lundada la observación formulada por la demandada; y,

A'I'I|NDIENDO A QUE

Mediante la sentencia de vista de fecha 8 de setiembre dc 2006 (f. 16) se declaró
fi¡ndada en parte la demanda de doña Bertha Romero de Marco interpuesta contra la
Olicina de Normalización Prcvisional y sc ordenó la expedición de una nneva
rcsolución de pensión de viudez. conforme a lo dispuesto por la Ley 23908. siempre
(lLle en e.jecución de sentcncia no sc verihque su cumplirniento. se le paguen los
devengados si es que los hubiere y con respecto a los intereses legalcs, estos se

cor.nputarán desde la f'echa que se produce cl agravio constitucional.

2. lin la etapa de ejecución de scntcncia, el juez dispuso Ia elaboración de un infbrme
pericial por parte del Departamento de Revisiones y Liquidaciones del Distrito
Judicial de Lambayeque, órgano de auxilio judicial que emitió el intbrme pericial
89-5-2012-DRL/PJ de fecha 10 de octubre de 2012 (f. 126), y fue pucsto cn
conocimiento de las partes mediante decreto de tbcha 26 de octubre de 2012
(1. 128).

3. l,a ONP con fecha 14 de noviembre de 2012 (f. 133) observó el inlorme pericial
895-2012-DR/PJ que estableció el nuevo monto de la pensión de jubilación de la
accionanfe, pensiones devengadas e intereses legales por aplicar el Sistema Interleg
y la tasa de interés legal ef'ectiva así como cartas normativas sin mandato legal
alguno.

4. Ill 'l'ercer Juzgado Civil de Chiclayo, con fecha 4 dc octubrc de 2013 (f. 157),
dcclaró infundada la observación formulada por la ONP y, en consecuencia. aprobó
cl dictarnen pericial 895-2012-DMJ. dc fecha 10 de octubre de 2012. La Sala

superior competente revooó dicho auto (f. 187) y reformándolo declaró lundada la
obscrvación de la ONP y desaprobó el mencionado infbr:rne pericial 895-201?-
DR/PJ, por considerar que no se ha efectuado confbrme alaLey de Presupuesto del
Scctor Público para el año liscal 2013, la Ley 29951, que establcció en la
nonagésima sétima disposición complementaria final. que el interés legal que
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corresponde pagar por adeudos de carácter previsional es el interés legal fij ado por
el llanco Central de Reserva, no capitalizable. de conformidad con el af.ícttlo 1249
dcl Código Civil y se devengan a partfu del dia siguiente de aquel en que se produjo
cl incumplimicnto hasta el día de su pago efectivo. El demandante contra el auto de

vista interpone recurso de agravio constitucional.

Mcdiante recurso de agravio constitucional, la parte demandante solicita que en la
licluidación de los intereses legales se aplique la tasa legal efectiva publicada por el
Banco Central de Reserva y no el interés legal simple. Asimismo, solicita la
aplicación de carlas norrnativas ernitidas por el IPSS.

6. En la Resolución 00201-2007-QiTC, de fecha 14 de octubre de 2008, se ha

señalado que

[...] sobre la base de lo desarrollado en la RTC 0168-2007-Q/TC, este Colegiado
considera que de mancra cxccpcional pucdc accptarse la procedencia del RAC cuando
se trata de proteger la ejecución en sus propios términos de sentencias estimatorias
emitidas en procesos constituc ionales, tanto para quicnes han obtcnido una scntcncia
estir¡atoria por parte de este Colegiado, como para quienes lo han obtenido mediante
una sentencia expedida por el Poder Judicial.

La procedencia excepcional del RAC en este supuesto tiene por finalidad
restablecer el orden jurídico constitucional. correspondiendo al Tribunal valorar el
grado de incumplimiento de las sentencias estimatorias expedidas por el Poder
JLrdicial cuando este no cumpie dicha función, devolviendo lo actuado para que la
instancia correspondientc dé estricto cumplimiento a lo declarado por el Tribunal.
Asimismo. los órganos jurisdiccionales correspondientes se Iimitarán a admitir el
recurso de agravio constitucional, leniendo habilitada su competencia este

Colegiado, ante la negativa del órgano judicial, a través del recurso de queja a que
se refic-re el artículo l9 del Código Procesal Constitucional.

7. En las Sentencias 0003-2013-PA/TC., 0004-2013-PIITC y 0023-2013-PI/TC, sobre
la Ley de Presupuesto Público del año 2013, el Tribunal Constitucional precisó la
naturalcza y alcanccs dc las lcyes dcl prcsupucsto público y cstablcció
principalmente sus características de especialidacl y errualidad. Con relación a esto

último, especificó lo siguiente, en su fundamento 29:

Dada la periodicidad anual de la Ley de Presupuesto, toda disposición lcgal que clla
contenga, cuya vigencia supere! expresa o implícitamente, el período anual respectivo, o
que establezca una vigencia ilimitada en el tiempo, es per se incompatible con el
artículo 77 de la Ley Fundamental, como igualmente es inconstitucional, por sí mismo,
quc cn la Ley de Presupucsto sc regulc un contcnido normativo ajeno a Ia materia
estrictamente presupuestaria.
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Ilr.r tal sentido. cs ciaro que el contenido de todas las normas que regula una lcy de

presupuesto solo tiene efecto durante un año; y solo debe regular la materia
presupuestaria, pues son estas dos características -adicionales a su procedimiento

de aprobación condiciones para su validez constitucional a nivel formal.

8. La Nonagésima Sétima Disposición Complementaria de la Ley de Presupuesto del
Sector Pirblico para el año f,rscal 2013 (Ley 29951) dispone lo siguiente:

Dispóngase, a parlir de la vigencia de la presente Ley, que el interés que corresponde
pagar por adeudos de carácter previsional cs el interés legal frjado por el Banco Central

dc Reserva del Perú. El referido interés no es capitalizable de conlormidad con el

artículo 1249 del Código Civil y se devenga a partir del día siguiente de aquel en que se

prodLrjo el incumplimicnto hasta el día de su pago efectivo, sin que sea necesario que el

acreedor afectado exija judicial o extrajud¡cialmente el incumplimiento de la obligación
o pruebe haber suÍiido daño alguno. Asimisrno, cstablézcase que los procedimientos
adm in istrativos, judiciales en trámite o en etapa de ejecución, o cualquier adeudo
previsional pendiente de pago a la fecha, se adecuará a lo establectdo en la presente

disposición.

Iin principio. es claro que el mandato contenido en la citada disposición
complementaria esluvo vigente durante el año 2013 y, por lo tanto, solo podía tener
cl'ecto duranlc dicho año. esto es desde el 1 de enero al 31 de diciembre de dicho
periodo presupuestal.

10. Sin embargo. y como es de verse, sLl contenido precisa el tipo de interés aplicable a
la deuda pensionaria, es decir, no regula una materia presupuestaria, sino stt

finalidad específlca es establecer la fbrma cualitativa del pago de intereses de este

tipo específico de deudas. Esta incongruencia dc su contenido evidencia la
incxistcncia de un nexo lógico e inmediato con la ejecución del gasto púb1ico anual
y, por lo tanto. una inconstitucionalidad de forma por la matcria regulada.

I 1 . Cabe precisar que el Sistema Nacional de Pensiones, en tanto sistema de

administración estatal de aportaciones dinerarias para contingencias de vejez, se

solventa, en principio, con [a recaudación mensual de los aportcs a cargo de ]a
Sunat y de la rer.rtabilidad que produzcan dichos fondos. A ello se adicionan los
fbndos del tcsoro público que el Ministerio de Economía y Finanzas aporta y otros
ingresos que puccla recibir el Fondo Consolidado de Reservas Previsionales.

12. Irn tal sentido, aun cuando la Ley de Presupuesto Público debe incluir el gasto que

supone la ONP corno cntidad púrblica para su f ur.rcionamiento, ello no termina por
justilicar, razonablemente, la incorporación de una disposición regulatoria de un
tipo dc intcrés específico para el pago de la deuda pensionaria, pues la norma en sí

misma escapa a la especial materia regulatoria de estc tipo de leyes.

9
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13. Iln otras palabras. aun cuando cs ciefto que Ia ONP como entidad estatal genera
gasto pirblico que corresponde incluir en la Ley de Presupuesto (planilla de pago de

trabajadores, pago de servicios, compra de bienes, entre otros gastos); dicho egreso,
en sí mismo, no es ofuo que el costo que asume el Estado peruano para la
cor.rcretización del derecho fundamental a la pensión a favor de todos los
ciudadanos a modo de garantía estatal, esto en claro cumplimiento de sus

obligaciones internacionales de respeto de los derechos protegidos por la
Conve nción Americana de Derechos Humanos y de garantizar su cfcctividad a

través de medidas legislativas u otro tipo de medidas estatales (artículos I y 2 de la
Convención Americana de Derechos Humanos).

14. Por cllo, la inclusión de una disposición qr-re regula ia forma cualitativa del pago de
los intereses pensionarios no guarda coherencia con la materia presupuestal pública
a regrilarse a través de este tipo especial de leyes, lo cual pone en evidencia la
cxistencia de una infracción formal que traduce en inconstitucional la nonagésima
sétirna disposición cornplementaria de Ia Ley de Presupuesto del Sector Público
para el año fiscal 2013, pues su texto incorpora al ordenamiento jurídico una
materia ajena a la presupuestaria como disposición normativa. Siendo ello así, su
aplicación resulta igualmente inconstitucional.

15. En el caso de las deudas pensionarias reclamadas a propósito de los procesos
constitucionales de amparo. se advierte la presencia de dos características
particularcs: a) el rcstablecimiento de las cosas al estado anterior. E,l proceso
constitucional está destinado a restituir las cosas al estado anterior a la lesión del
dcrccho a la pcnsión, lo que implica que el juez constitucional, además de disponer
la nuliciad del acto u omisión lesiva, debe ordenar a la parte emplazada la emisión
del acto administrativo reconocicndo cl derecho a la pensión a favor del
demandante; y b) el mandato de pago de prestaciones no abonado oportunamente.
En la medida que el derecho a la pensión gcncra una prestación dineraria.
correspondc que dicha restilución del derecho incluya un mandato de pago de todas
aquellas prestaciones no pagadas en su oportunidad.

16. Bsta scgunda cualidad particr"rlar de las pretensiones pensionarias en los procesos
constitucionales a su vez plantea una problemática produoto del paso del tiempo: la
pérdida del valor adquisitivo de la acreencia dependiendo de cuán lejano se

cncucntre la l'echa de la regularización del pago de la prestación pensionaria.
Además, esta situación consecuencia directa del e.jercicio defrciente de las
lacultadcs de la ONP y, por lo tanto, imputable exclusivamente a ella genera en el
acrcedor pensionario un grado de aflicción como consecllencia de Ia fálta de pago
dc su pcnsión. quc supone en el aportante/cesante sin jubilación, no recibir el
irrgreso económico necesario para solventar sus necesidades básicas de
alir¡entación. vestido e, incluso. salud (sin pensión no hay lugar a prestación de

,l
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seguridad social), durante el tiempo qr,re la ONP omita el pago y se demuestre
judicialmente, si tiene o no derecho al acceso a la pensión.

17. Et legislador, mediante laLey 28266, publicada el 2 de iulio de 2004, inició la
rcgulación de los intereses previsionales aparejándolos a la tasa de interés legal
hjada por el Banco Central de Reserva del Perú. La citada disposición estableció lo
siguiente:

Establécese que el pago de devengados, en caso de que se generen para los pensionistas

del Decreto Ley N' 19990 y regímenes diferentes al Decreto Ley N" 20530, no podrán
fiaccionarse por un plazo mayor a un año. Si se efectuara el fraccionamiento por un

plazo mayor a un año, a la respectiva alícuota deberá aplicársele la tasa de interés legal
tijada por cl Banco Ccntral de Rcscrva dcl Pcrú.
El Ministerio de Economía y Finanzas efectúa las provisiones presupuestales a que haya

lugar. (sic)

C'omo es de verse, para el legislador el pago de las pensiones devengadas no

pagadas oportunamente producto de la demora en el procedimiento administrativo
de calificación o de la revisión de olicio- que sLlperara en su programación
tiaccionada un año desde su liquidación, merece el pago adicional de intereses
contbrme a Ia tasa fijada por el Banco Central de Resena del Perú. Al respecto, es

ncccsario prccisar que el BCR regula dos tipos de tasas de interés a fin de

establecer la rel'erencia porcenlual que corresponde imputar a deudas de naturaleza
civil (tasa de ir.rterés ef'ectiva) y laboral (tasa de interés laboral o norninal), esto en
virtud de 1o dispuesto en el artículo 1244 del Código Civil y el artículo 5l de su

I-cy Orgánica (Ley 26123).

18. Hasta aquí, lo dicho no hace tnás qLle idcntificar quc las dcudas prcvisionalcs por
mandato del legislador. vencido el año de fraccionamiento sin haberse podido
liquidar en su totalidad, generan un interés por el incumplimiento, pero ¿cuál es la
naturaleza.jurídica del interés que generan las deudas pensionarias?

19. Iln nuestro ordenamiento jurídico, las reglas sobre el incumplimiento de

obligaciones se encuentran establecidas en el Código Civil. Estas reglas apiicables
a las relaciones entre privados sirven de marco regulatorio general para la
resolución de conllictos o ir,certidumbres jurídicas que se planteen en el desarrollo
de dichas relaciones. Si bien es cierto que las controversias que se evalúan a través
de los procesos constitucionales no pueden ser resueltas en aplicación del Derecho
privado, ello no impide que el juez constitucional analice dichas reglas con el fin de

iclcntiñcar posibles respuestas que coadyuven a la resolución de controversias en
Ias cluc sc cncuentren ir.rvolucrados dcrcchos fundamentales. Ello, sin olvidar que su

aplicación solo es posible si dichas reglas no contradicen los fines esenciales de los
procesos corlstitucionales de garantizar la primacía dc la Constitución y la vigencia

1
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cfccliva de los derechos constitucionales
Código Procesal Constitucional).

(articulo II del TÍtulo Preliminar del

20. Asi, el artículo 1219 dcl Código Civil establece cuáles son ios efectos de las

obligaciones contraídas entre el acreedor y deudor:

Es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para lo siguientc:
1.- Emplear las nTedidas legales a fin de que el deudor Ie procure aquello a que está

obligado.
2.- Procurarse la prestación o hacérsela procurar por otro, a costa del deudor.
3.- Obtener del deudor la indemnización correspondiente.
4.- Ejcrccr los dcrcchos dcl deudor, sea en vía de acción o para asumir su defensa, con
excepción de los que sean inherentes a la persona o cuando lo prohíba la ley. EI
acreedor para el ejercicio de los derechos mencionados en este inciso, no necesita
recabar previanrente autorización judicial, pero deberá hacer citar a su deudor en el
j uicio c¡ue promueva.

Iln la rnisrna línea, el arlículo 1152 del Código Civil disponc lo siguicnte ante el
incumplimiento de una obligación de hacer por culpa del deudor:

[...] el acreedor también tiene derecho a exigir el pago de la indemnización que

corresponda.

Finalmente. el artículo 1242 del mismo código regula los tipos de intereses
aplicables a las deudas generadas en el territorio peruano. Así:

El interés es compensatorio cuando constituye la contraprestación por el uso del dinero
o de cualquier otro bien.
Es moratorio cuanto tiene por finalidad indemnizar la mora en el pago.

21. Como es de verse, nuestra legislación civil establece, como una de las
consecuencias generales del incumplimiento de obligaciones, el derecho legal a

reclamar una indemnización, y precisa que en el caso de deudas pecuniarias no
pagadas a tiempo se generan intereses moratorios. cuya finalidad es resarcir al
acreedor por la demora en la devolución del crédito.

22. Conlbnnc lo hc prccisado supra,, la tr,rtela judicial del derecho a la pensión. genera
dos m¿rndatos, uno destinado al reconocimiento de la eficacia del derecho por parte
dcl agente lesivo (ONP), para lo cual se ordena la emisión de un acto administrativo
cumpliendo dicho fin; y otro destinado a restablecer el pago de la pensión
(prcstaciór.r cconórnica), lo quc implica rcconocer también las consecuencias
económicas generadas por la demora cle dicho pago a favor del pensionista, a través
de una orden adicional de pago de intereses moratorios en contra del agente lesivo,
criterio establecido en 1a jurisprudencia del Tribunal Constitucional desde la
emisión de la Sentencia 0065 -2002-PAiTC.

I
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2i. Ils importante recordar que el derecho a la pensión es de naturaleza alimentaria por
lo que sr-r lesión continuada, producto de la falta de pago de la pensión, genera una
desazón en los últimos años de vida del aportantc/ccsante sin jubilación, dada la
ausencia de solvencia económica para la alención de sus necesidades básicas de

alimentación. r,cstido y saiud. Es cste hecho el que sustenta la orden de reparación
vía la imputación del pago de intereses moratorios.

24. En tal sentido. se aprecia que los intereses que provienen de las deudas
previsionales y que son consecucncia directa del pago tardío generado por el
deficiente ejercicio cle las competencias de la ONP, son de naturaleza
indcrnnizatoria, pues tienen por f,uralidad colnpensar el perjuicio ocasionado en el
pensionisla por el retardo del pago de la pensión a la clue tenia derecho, esto por
cumplir los rcquisitos exigidos por ley y que se han demostrado en un proceso
judicial.

25. Es importante dejar en claro que el hecho de que la ONP, a propósito de un
def-iciente ejercicio de sus lunciones exclnsivas de calitlcación y pago de
prestacioncs pensionarias, lesione el derecho a la pensión y, como consecuencia de
dicho accionar o eventual omisión-, genere un pago tardío de dichas prestaciones.
cn modo alguno traslada la responsabilidad de dicha demora hacia el Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales, en la medida que en los hechos, este fondo
cs objcto dc administración y no participa ni revisa el ejercicio de las funciones de
la ONP, por lo que no genera -ni puede generar- acciones ni omisiones lesivas al
citado dcrccho.

Al respecto es necesario precisar que la Ley de Procedimientos Administrativos
General (L.ey 27444) establece la responsabilidad patrimonial de las entidades
pÍrblicas al señalar lo siguiente:

Artículo 238.1.- Sin pcr.juicio de las responsabilidades previstas en el Derecho común y
en las leyes especiales, las entidades son patrimonialmente responsables frente a los
administrados por ios daños directos e inmediatos causados por los actos de la
administración o los servicios públicos directamente prestados por aquellas.
Artículo 2J8,4.- El daño alegado debe ser efectivo, valuablc económicamente e

individualizado con relación a un administrado o grupo de ellosr.

26. Irs por ello que, únicamente, el citado fondo responde -y debe responder a
exclusividad- por el pago dc la pcnsión y/o eventuales devengados y reintegros
provenientes de un nuevo y correcto cálculo de dicha prestación, en tanto que la

' []l texto de las normas citadas corresponden a la modificatoria introducida por el artículo I del Decreto
Legislativo 1029, publicado el 24 dejunio de 2008.

I
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ONP debe responder y asumir la responsabilidad del pago de los intereses
generados por dicho pago tardio (mora), como entidad pública legalmente
competente para caliticar y otorgar el pago de pensiones del Sistema Nacional de

Pensiones. al ser la responsable dc la lesión del derecho fundamental a la pensión.
Iisto quiere decir que la ONP, a lravés de sus fondos asignados anualmente y/o
lbndos propios, es qr,rien debe responder por el pago de los intereses generados a

propósito del ejercicio defrciente de sus facultades para asumir,
indcpcndicntemente, el pago de dicho adeudo, sin que ello af-ecte ai Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales.

27. Ahora bien, teniendo en cuenta la naturaleza indemnizatoria de los intereses
previsionales, es necesario determinar cuál es el tipo de tasa de interés aplicable
para su de terminación.

28. El Banco Central de Reserva (BCR), por mandato del artículo 84 de la
Constitución, es el órgano constitucional encargado de regular la moneda y el
cródito financiero. Asimismo, por mandato del artículo 1244 del Código Civil, de la
L,ey 28266 y del Decreto Ley 25920, es el órgano estatal facultado para establecer
las tasas de interés aplicables a las deudas de naturaleza civil, previsional y laboral.

Aqr.rí cabe puntualizar que la rcgulación dcl intcrés laboral viene a constituir la
excepción a la regla general del interés legal, dado que por mandato del Decreto
l.ey 25920, el legislador ha pref-erido otorgar un tratamiento especial para el pago
de intereses generados por el incumplimiento de obligaciones laborales a fin de
cvitar un pcrjuicio cconómico al empleador con relación a la inversión de su
capital, lin constitucion¿rlmente valioso tan igual que el pago de las deudas
laborales. Sir.r embargo, esta situación particular no encuentra justificación similar
en el caso de deudas previsionales, en la medida que el resarcimiento del daño
ca¡¡sado al derecho a la pensión no afecta una invcrsión privada ni el Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales, conforme lo he precisado en los
considerandos 25 y 26.

29. 'leniendo elio en cuenta, se aprecia quc el interés moratorio de las deudas
prcvisionales. en tanto el pago de pensiones no provienen de acreencias producto de
un contrato suscrito a voluntad entre el Estado y el aporlante (deudas civiles) ni dc
una relación laboral, scrá aqucl determinado por el Banco Centrai de Reserva
(BCR) a lravés de ia tasa de interés efectiva,, en atención a lo establecido en la Ley
28266. Cabe indicar que dada la previsión legal mencionada, los intereses
previsionales tampoco se encuentran sujetos a la limitación del anatocismo
regr-rlado por el ar1ículo 1249 dcl Código Civil, pues dicha disposición es

exclusivamente aplicable a deudas provenientes de pactos entre privados; y su
hipotética aplicación para la resolución dc controvcrsias en las que se vean
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30. Del contenido de la resolución cuestionada, se aprecia qlue el ad quemha procedido

a revocar la Resolución 49 y reformulándola declaró fundada la observación
planteada por la demandada, por cuanto ha considerado que el juez de primera
instancia debió aplicar la prescripción contenida en Ia nonagésima sétima
disposición complementaria de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el
año fiscal 2013, razón por la cual ordenó la emisión de una nueva resolución.

3l. Conforme lo he expresado en los considerandos anteriores, la nonagésima sétima
disposición complementaria de la Ley de Presupuesto del Sector Público para el
año fiscal 2013, se encuentra viciada de inconstitucionalidad, razón pof la cual no
resulta aplicable para el cálculo de intereses pensionarios. En tal sentido, la emisión
dc la rcsolución de fecha 8 de setiernbre de 2014 resuita nula por haberse basado en

una norma inconslitucional.

32. A hn de no dilatar más la ejecución del presente caso) y dado que el adeudo del
actor ya ha sido materia de determinación por parte de los peritos del Pode¡
.ludicial, Informe Pericial 895-2012-DRL/P.f (f. 126) aplicando el interés legal a las

deudas previsionales que regula el BCR (tasa de interés ef-ectiva), corresponde
aprobar dicha liquidación y disponer la devolución inmediata del expediente al juez
de primer grado a fin de que proceda a efectuar las acciones necesarias para el pago
respcctivo a favor dcl recurrcntc.

33. Finalmente, corresponde desestimar el extremo referido a la aplicación de las carlas
normativas emitidas por el IPSS para la determinación de los devengados, por
cuanto estas no guardan relación con 1o resuelto en la sentencia de vista de fecha 8

de setiembre de 200ó.

Por estas consideraciones, estimo que se debe

1. REVOCAR la resoluoión de fecha 8 de setiembre de 2014 emitida por la Sala
Espccializada en Derccho Constitucional de la Corte Superior de Justicia de

Lambayeque.
2. APROBAR la determinación de los intereses previsionales contenida en el Informe

Pericial 895-2012-DRLiPJ. debiendo el juez de primer grado, disponer las acciones
necesarias para el pago respectivo.

3. Declarar INFUNDADA Ia petición del demandante en el extremo refbrido a la
aplicación de los incrementos de las cartas normativas del IPSS,
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